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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / SUBSIDIARIEDAD / DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO

ACCIÓN DE TUTELA – Subsidiariedad.

…El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.  Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable” …La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.
DEBIDO PROCESO – Concepto
… El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador. En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
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Pereira, trece de diciembre de dos mil veinticuatro
Acta de Sala de Discusión No 0145 de 13 de diciembre de 2024
Procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación presentada por el señor Nelson de Jesús Vásquez Restrepo contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 14 de noviembre de 2024, dentro de la acción de tutela que adelanta en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones- y de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Cuenta el señor Nelson de Jesús Velásquez Restrepo que el día 20 de agosto de 2024 fue notificado de la valoración de la pérdida de capacidad realizada en primera oportunidad por parte de Colpensiones y que al manifestar inconformidades al respecto la entidad adelantó el trámite correspondiente ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, cuando todo el trámite concerniente a la calificación la realizó en esta ciudad, en la cual tiene su residencia conforme los escritos presentados en sede administrativa, en los que reporta como dirección de notificación la Calle 20 No 9-26 of 504.

Considera que el fondo público de pensiones, al remitir el expediente a un órgano calificador regional que no es el competente, afecta los derechos fundamentales al debido proceso, de petición y a la seguridad social de los cuales es titular, por lo que solicita su protección por medio de la presente acción de tutela y, como medida de restablecimiento, pide que se ordene a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas remitir el expediente a su homónima en esta ciudad.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el cual, luego de admitirla por auto de 1º de noviembre de 2024, corrió traslado por dos (2) días a Colpensiones y a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas.
El Órgano calificador a nivel regional de Caldas informó al juzgado que el parágrafo 1º del artículo 2.,2.5.14. del Decreto 1072 de 2015 establece que la jurisdicción y competencia de cada Junta podrá coincidir o no con la división política territorial de los respectivos departamentos, distritos o municipios; que Colpensiones, antes de remitir el expediente a esa entidad corroboró que el actor vivía en la ciudad de Manizales, información que fue suministrada por él mismo ante requerimiento telefónico del fondo de pensiones y que estos datos coinciden con los anotados en la historia clínica del accionante -Calle 61 No 11-24 del Barrio Minitas de la ciudad de Manizales-.
Conforme ese pronunciamiento en cuanto a los hechos de la acción no advierte que le asista razón al señor Nelson de Jesús Vásquez de querer trasladar el proceso de calificación a un departamento en el que no reside.
Colpensiones a su turno indicó que en el caso bajo examen se presenta la carencia actual de objeto por hecho superado en consideración a que esa entidad atendió de fondo la petición elevada por el tutelante y que generó la presente acción constitucional.  Ello es así, toda vez que el 7 de noviembre de 2024 le fue enviada al actor comunicación por medio de la cual se le informó que su caso fue remitido a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas, previa cancelación de los honorarios necesarios para que se adelante el trámite siguiente.
Llegado el día del fallo, la juez de la instancia negó la protección reclamada al advertir que la actuación de las entidades demandadas no afectaron los derechos fundamentales del actor, en tanto la decisión de las inconformidades presentadas frente a la valoración que en primera oportunidad realizó Colpensiones, se encuentran surtiendo ante el órgano con jurisdicción en el lugar de residencia del accionante, esto es la ciudad de Manizales, conforme la información que el mismo le suministró al fondo de pensiones.
También señaló la a quo que, al ser requerido, el señor Vásquez Restrepo informó que si había vivido o vive en Manizales y que su atención médica era en esa ciudad, pero indicó que ahora residía en Dosquebradas y que no tenía presente la dirección, lo cual no resultó suficiente para validar que su lugar de residencia es la ciudad de Pereira, en la dirección calle 20 No 9-26 oficina 504.
Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó insistiendo en que el trámite de calificación se surtió en la ciudad de Pereira y que en la actualidad reside en el barrio Bombay I manzana 30 casa 2 en el municipio de Dosquebradas.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿El trámite dado por las accionadas a las inconformidades presentadas por el actor frente al dictamen de pérdida de capacidad laboral vulneran sus derechos fundamentales?
Para dar solución al interrogante planteado, es necesario tratar los siguientes temas.
1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA
El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.  Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.
2. DE LA JURISDICCION DE LAS JUNTAS REGIONALES DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.
Establece el parágrafo del artículo 28 del Decreto 1352 del 2013 “Por el cual se reglamente la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones” que la solicitud de calificación debe presentarse “a la Junta Regional de Calificación de Invalidez que le corresponda según su jurisdicción teniendo en cuenta la ciudad de residencia de la persona objeto de dictamen” -Negrilla para resaltar-.

El código civil en su artículo 76 establece que “El domicilio consiste en la residencia acompañada, real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella”.
Frente a la diferencia entre domicilio y residencia la Sala de Casación Laboral al resolver un conflicto de competencia en la radicación No 48851 de fecha 1º de febrero de 2011 señaló:

“En efecto, se entiende por <domicilio> el lugar en el cual tiene su principal asiento una persona, asistido del ánimo de permanecer allí en forma estable o duradera, siendo en consecuencia su sede legal o jurídica; mientras que la <residencia> corresponde a la morada donde ocasional, temporal o accidentalmente vive esa persona. Como se puede observar en el sub lite, la simple residencia a que se aludió en escrito posterior de ser la ciudad de Bogotá, no coincide con el domicilio señalado en el poder y demanda genitora relativo al municipio de Gachetá, manifestación última que desde luego está llamada a producir efectos legales, como el de fijar la competencia por el factor territorial”
3.  DEBIDO PROCESO.
El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
4. CASO CONCRETO
Revisados los anexos de la contestación de la acción de tutela por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas -de la hoja 5 y siguientes del numeral 7º del cuaderno digital de primera instancia-, se observa que la valoración en primera oportunidad que hizo Colpensiones respecto a la pérdida de capacidad laboral del demandante tuvo lugar el 4 de marzo de 2024.

También se observa en esa misma carpeta que la historia clínica del actor demuestra que fue atendido por la IPS Neuro Psiquiatría el día 24 de noviembre de 2023, valoración en la reportó como dirección “B. Minitas Manizales”, ubicación que había sido anotada previamente por esa misma institución el día 01 de diciembre de 2022.   

También es válido anotar que en todo el historial médico previo a estas atenciones se registra la misma dirección en los datos generales del paciente.
Más recientemente, se observa valoraciones los días 24 de enero y 10 y 12 de febrero de 2024 -Centros Médicos Colsanitas S.A.S. -, 26 de enero de la misma anualidad -Diana Villalba Cetro de Oftalmología- y el 24 de enero de 2024 -Jorge Rafael Villamizar Rubio (Otorrinolaringología) -, entidades y especialistas que lo atendieron en la ciudad de Manizales.

Es así que, ante ese panorama, Colpensiones requirió al accionante para que confirmara su lugar de residencia indicando éste que era la calle 61 No 11-24 Barrio Minitas de la ciudad de Manizales -Caldas-, razón por la cual la entidad remitió el expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas para tramitar las inconformidades presentadas frente a la valoración en primera oportunidad efectuados por esa entidad.

De acuerdo con lo expuesto, en ninguna irregularidad incurrieron las entidades demandadas en tanto cumplieron con lo previsto en el parágrafo del artículo 28 del Decreto 1352 del 2013, ahora, el que el actor haya modificado su residencia al municipio de Dosquebradas como lo informa en su recurso, no significa que el expediente deba ser enviado a la Junta Regional de esta ciudad, pues para el momento en que se surtió la actuación administrativa relacionada con el trámite de las mencionadas inconformidades la residencia del actor era la ciudad de Manizales.
Frente al reclamo del recurrente de que reside en esta ciudad, en la dirección Calle 20 No 9-26 Oficinal 504 Edificio Trincón II, bien puede ser esta la dirección para notificaciones, más no así el lugar de residencia, pues quedó demostrada que en trámite administrativo era la ubicada en la ciudad de Manizales y, en la actualidad la que reporta en el municipio de Dosquebradas.   

Lo anterior pone de manifestó que ninguno de los argumentos expuesto para que se revoque la decisión de primer grado logró triunfar en esta instancia, por lo que la Sala la confirmará en su integridad.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 14 de noviembre de 2024.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado

 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
GERMÁN DARIO GÓEZ VINASCO

Magistrado

�REVISADO


�ACOMPAÑO


�Aprobado.
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